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ficación dándole un empuje cualitativo a la zona lo que ayudará
sin lugar a dudas a levantar el interés por la consecución
de desarrollar el P.P. núm. 2.

Huelva, 28 de julio de 2004.- La Delegada, Rocío Allepuz
Garrido.

CONSEJERIA DE EMPLEO

ORDEN de 30 de septiembre de 2005, por la
que se garantiza el funcionamiento del servicio público
que presta la empresa El Mirlo, dedicada a la actividad
de limpieza vial y recogida de residuos sólidos urbanos
en la localidad de Almuñécar (Granada), mediante el
establecimiento de servicios mínimos.

Por el Secretario General del sindicato provincial de acti-
vidades diversas de CC.OO. de Granada ha sido convocada
huelga por la empresa El Mirlo, dedicada a la actividad de
limpieza vial y recogida de residuos sólidos urbanos en la
localidad de Almuñécar (Granada), que se llevará a efecto
los días 9, 10, 11, 13, 14, 15, 17, 18, 19, 21, 22, 23,
25, 26 y 27 de octubre de 2005 y que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores de la mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa El Mirlo, dedicada a la actividad
de limpieza vial y recogida de residuos sólidos urbanos en
la localidad de Almuñécar (Granada), presta un servicio esen-
cial para la comunidad, cual es el mantenimiento de la salu-
bridad, y por ello la Administración se ve compelida a garantizar
dicho servicio esencial mediante la fijación de servicios míni-
mos, por cuanto que la falta de salubridad en la mencionada
ciudad, colisiona frontalmente con el derecho a la salud pro-
clamado en el artículo 43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artí-
culo 10.2 del Real Decreto Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo de 26 de
noviembre de 2002; Decreto del Presidente 11/2004, de 24
de abril, sobre reestructuración de Consejerías; y la doctrina
del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que, en su caso, podrá
afectar a los trabajadores de la empresa El Mirlo, dedicada
a la actividad de limpieza vial y recogida de residuos sólidos
urbanos en la localidad de Almuñécar (Granada) que se llevará
a efecto durante los días 9, 10, 11, 13, 14, 15, 17, 18,
19, 21, 22, 23, 25, 26 y 27 de octubre de 2005 con carácter
de indefinida, deberá ir acompañada del mantenimiento de
los servicios mínimos que figuran en el Anexo de la presente
Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 30 de septiembre de 2005

ANTONIO FERNANDEZ GARCIA
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de
Granada.

A N E X O

Recogida de Residuos Sólidos Urbanos:

- En hospitales y demás centros sanitarios, mataderos,
mercados de abastos y mercadillos: 100% diario.

- Recogida de residuos sólidos domiciliarios: Los sábados
días 15 y 22 de octubre de 2005.

Limpieza viaria:

- 30% del total de la plantilla de la empresa. Se deberá
extremar esta limpieza en los alrededores de los contenedores.

Corresponde a la empresa y a la Administración respon-
sable, oído el Comité de Huelga, establecer de común acuerdo
los días que deben realizarse los servicios mínimos y el personal
designado para ello.

RESOLUCION de 9 de agosto de 2005, de la
Secretaría General Técnica, por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 524/2004, inter-
puesto por don Juan Manuel Contreras Guyard.

En el recurso contencioso-administrativo núm. 524/2004,
interpuesto por don Juan Manuel Contreras Guyard, contra
la Resolución de fecha 15 de marzo de 2004, de la Dirección
Provincial del Servicio Andaluz de Empleo de Sevilla de la
Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía, recaída en
el expte. núm. 41/2002/J/386 R-1, se ha dictado sentencia
por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Cinco
de Sevilla, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:
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«FALLO: Que desestimo la demanda interpuesta por el
Letrado don Emilio Vilar Gordillo en nombre y representación
de don Juan Manuel Contreras Guyard contra la resolución
citada en el primer fundamento por ser conforme al orde-
namiento jurídico; sin costas.»

En virtud de lo establecido en el art. 2.º 4 B de la Orden
de 14 de julio de 2004, de delegación de competencias, y
de conformidad con lo dispuesto en los arts. 118 de la Cons-
titución y 17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio,
del Poder Judicial, y arts. 104 y siguientes de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, he dispuesto el cumplimiento en sus propios
términos de la expresada sentencia, así como su publicación
en el BOJA.

Sevilla, 9 de agosto de 2005.- El Secretario General
Técnico, Javier Aguado Hinojal.

CONSEJERIA DE TURISMO, COMERCIO Y DEPORTE

RESOLUCION de 23 de septiembre de 2005, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hace
público el Acuerdo de 20 de septiembre de 2005,
de la Secretaría General de la Delegación, por el que
se delega la competencia de expedir copias auten-
ticadas mediante cotejo a los puestos de trabajo que
se relacionan.

El Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se
establecen medidas organizativas para los servicios adminis-
trativos de atención directa a los ciudadanos (BOJA núm. 136,
de 26 de octubre), recoge en su artículo 23 que la competencia
para la autenticación de copias de documentos a que se refiere
el punto 2 del artículo 21 de dicha norma (copias autenticadas)
corresponderá a las jefaturas de sección y órganos asimilados
responsables de cada Registro General de Documentos, pre-
viendo en el párrafo segundo de dicho artículo que de no
existir tales jefaturas de sección, la competencia corresponderá
a la Jefatura del servicio o Secretaría General bajo cuya res-
ponsabilidad se gestione la función de Registro General de
Documentos.

Encontrándose actualmente vacante la Sección de Per-
sonal y Administración de esta Delegación, responsable del
Registro General de Documentos, corresponde a la Secretaría
General de la misma la competencia de la expedición de copias
autenticadas de documentos públicos o privados mediante
cotejo del original y, por razones de agilidad y eficacia admi-
nistrativas de la propia Delegación, se hace necesario realizar
la correspondiente delegación de competencias en esta mate-
ria, en el ámbito del artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y del
artículo 47 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y Administración de la Comunidad Autónoma.

Por cuanto antecede, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Hacer público el Acuerdo de 20 de septiembre
de 2005, de la Secretaría General de esta Delegación Pro-
vincial, por el que se delega la competencia de expedir copias
autenticadas mediante cotejo a los puestos de trabajo que
se relacionan, cuyo texto figura como Anexo de la presente
Resolución.

Segundo. Quedan expresamente derogadas las anteriores
Resoluciones de delegación de competencias (Resolución de
7 de abril de 1999, BOJA núm. 49, de 27 de abril; Resolución
de 8 de agosto de 2000, BOJA núm. 103, de 7 de agosto
y Resolución de 5 de julio de 2004, BOJA núm. 148, de
29 de julio).

ANEXO QUE SE CITA

«ACUERDO DE 20 DE SEPTIEMBRE DE 2005, DE LA
SECRETARIA GENERAL DE LA DELEGACION DE TURISMO,
COMERCIO Y DEPORTE EN CADIZ, POR EL QUE SE DELEGA
COMPETENCIA PARA LA AUTENTICACION DE COPIAS
MEDIANTE COTEJO EN LOS PUESTOS DE TRABAJO QUE

SE RELACIONAN

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, reconoce en sus artículos 35.c) y 46,
respectivamente, por una parte, el derecho de los ciudadanos
a obtener copias selladas de los documentos que presenten,
aportándola junto con los originales, así como a la devolución
de éstos salvo que los originales deban obrar en el proce-
dimiento y atribuye, por otra parte, a cada Administración
Pública la facultad de determinar reglamentariamente los órga-
nos que tengan atribuidas las competencias de expedición
de copias auténticas de documentos públicos o privados.

El Decreto 204/1995, de 29 de agosto, por el que se
establecen medidas organizativas para los servicios adminis-
trativos de atención directa a los ciudadanos (BOJA núm. 136,
de 26 de octubre), recoge en su artículo 23 que la competencia
para la autenticación de copias de documentos a que se refiere
el punto 2 del artículo 21 de dicha norma (copias autenticadas)
corresponderá a las jefaturas de sección y órganos asimilados
responsables de cada Registro General de Documentos, pre-
viendo en el párrafo segundo de dicho artículo que de no
existir tales jefaturas de sección, la competencia corresponderá
a la jefatura del servicio o secretaría general bajo cuya res-
ponsabilidad se gestione la función de Registro General de
Documentos.

Encontrándose actualmente vacante la Sección de Per-
sonal y Administración de esta Delegación, responsable del
Registro General de Documentos, corresponde a la Secretaría
General de la misma la competencia de la expedición de copias
autenticadas de documentos públicos o privados mediante
cotejo del original y, por razones de agilidad y eficacia admi-
nistrativas de la propia Delegación, se hace necesario realizar
la correspondiente delegación de competencias en esta mate-
ria, en el ámbito del artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y del
artículo 47 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y Administración de la Comunidad Autónoma.

Por todo ello,

A C U E R D O

Primero. Delegar, respecto de los documentos que se pre-
senten en el Registro General de la Delegación, la expedición
de copias autenticadas de documentos privados y públicos,
realizadas mediante cotejo con los originales, a los puestos
de trabajo cuyos códigos y denominaciones se relacionan a
continuación:

Código 1594710, Ng. Registro y Régimen Interior.
Código 2719710, Administrativo.
Código 8283710, Administrativo.


